	Fecha
	12 de agosto de 1925
	Sesión número
	64

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Simeón Cordero Fonseca

	Recurrido: Juez Primero del Crimen de San José

	Objeto del recurso: El recurrente reclama estar detenido a la orden del recurrido, en relación con un supuesto incendio provocado.

	Respuesta del recurrido: Existe contra el recurrente auto de detención.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (hay auto de detención contra el recurrente). Se acordó amonestar al Alcalde por el retardo en la sumaria. VS de los Magistrados Dávila y Guardia.


N° 64
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las dos y cincuenta de la tarde del doce de agosto de mil novecientos veinticinco, con asistencia de los señores Magistrados: Trejos (Presidente accidental), Dávila, Vargas Pacheco, Guardia, Serrano, Solórzano, Álvarez, Guzmán, Castro, Fernández y Conjuez Manuel Echeverría Aguilar.
Artículo I
SIMEÓN CORDERO FONSECA establece recurso de Hábeas Corpus de la detención que padece a la orden del Juez Primero del Crimen de esta provincia, fundado en que hace próximamente cuatro meses se encuentra recluido en la Penitenciaría sin motivo alguno, pues el incendio de un rancho que se le atribuye ocurrió por pura casualidad; que además, durante todo ese tiempo no se le ha notificado absolutamente nada, por lo que juzga su detención arbitraria. El Juez Primero del Crimen informa que los señores Marcial Campos, Honorio Naranjo y Ricardo Barrantes declaran que vieron a los señores Simeón Cordero Fonseca y Emilio Cordero entrar al rancho de Anacleto Garbanzo sito en Palmares de El General como a las ocho de la noche del dos de mayo último, estando sola la habitación, y seguidamente notaron que el rancho ardía y oyeron riéndose a los citados Cordero; que el indiciado Simeón confiesa que dio fuego al rancho en forma casual, al subirse a un “tabanco” para coger unos huevos, y que no habiéndolo podido apagar, salió corriendo con su compañero; que el Alcalde de Tarrazú decretó la detención provisional de Cordero Fonseca a las nueve de la mañana del ocho de mayo último, y si la resolución del sumario se ha demorado, ello se debe a no haberse recibido en el Juzgado el mandamiento enviado por el Alcalde citado al Agente Principal de Policía de El General para la práctica de unas diligencias, el cual se pidió fuera activado con fecha doce de junio próximo pasado. Previa la discusión y con estudio de la causa respectiva, se acordó declarar sin lugar el recurso por existir en contra del recurrente auto de detención fundado en indicios comprobados, y llamar muy especialmente la atención del señor Juez acerca de la disposición del artículo 308 del Código de Procedimientos Penales, a fin de que dicte cuanto antes la resolución de cierre del sumario.
Los Magistrados Dávila y Guardia fundan sus votos favorables al recurso en que, a juicio de ellos, el auto de detención que dictó el Alcalde de Tarrazú en la sumaria seguida para averiguar si hubo delito en el incendio de un rancho propiedad de Anacleto Garbanzo, es informal, pues no se ajusta a los preceptos del artículo 307 del Código de Procedimientos Penales, que requiere como antecedente indispensable de la detención preventiva, la existencia de un delito concreto que merezca penal corporal, con el fin de evitar privaciones de libertad innecesarias. El referido Alcalde, en auto dictado en el sumario a la vista a las nueve de la mañana del ocho de mayo último, decretó el arresto provisional del recurrente Simeón Cordero, “con vista de los datos que arrojan las expresadas diligencias” (la sumaria que instruye el Agente de Policía de Palmares del General), más no dice si lo que se imputa a Cordero es el delito o el cuasidelito de incendio, o simplemente el delito de daños; y a causa de no haberse valorado aún el rancho, se ignora si se trata de un delito propiamente dicho o de una falta—sin que, por lo demás, sea remoto que se hable de este último caso. Lo dicho evidencia la informalidad de la detención, y siembra la duda respecto de su legalidad, mayormente si se toma en cuenta que ella ha sido prolongada por más de tres meses. En tal caso, es preferible que sea puesto en libertad el quejoso hasta tanto no se active la investigación.
